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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

            SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Julio veintidós (22) de dos mil nueve (2009)
Acta número 327 de julio 22 de 2009
Expediente 66001-31-03-001-2005-00045-02

Se resuelve el recurso de APELACION interpuesto oportunamente por la codemandada “TRANS SERVILUJO S.A” contra la sentencia proferida el diecinueve (19) de septiembre del año 2008 por el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS, en este proceso ORDINARIO (DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL), promovido por MARINO ELÍAS ARIAS GARCÍA, que actúa en nombre propio y en representación de sus menores hijos DANIEL EDUARDO Y DAVID ELÍAS ARIAS GAVIRIA, y por SANDRA LILIANA, OSCAR ANDRÉS Y NELSON ENRIQUE ARIAS GAVIRIA en contra de la sociedad apelante y los señores JOSÉ ALBERTO VALLEJO MONTOYA Y FERNANDO LEÓN FERNÁNDEZ SÁNCHEZ.

I. RESUMEN DE ANTECEDENTES :

Ante el mencionado despacho judicial los actores, por conducto de apoderado judicial, pidieron que se declare civil y solidariamente responsables a los demandados por los daños causados en el accidente de tránsito ocurrido el 14 de junio del 2003 y que, como consecuencia de lo anterior, se les condene al pago de las siguientes sumas de dinero por concepto de perjuicios morales: 

a.) A Marino Elías Arias García el equivalente a doscientos cincuenta (250) salarios mínimos legales vigentes a la fecha de la sentencia y que al día de presentación de la demanda se estiman en $97.375.000.00 

b.). A Sandra Liliana, Nelson Enrique, Daniel Eduardo y David Elías Arias Gaviria, para cada uno, el equivalente a ciento veinticinco (125) salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha del fallo, los cuales fueron estimados a la fecha de presentación de la demanda en $47.687.500.00 

Los hechos básicos de las anteriores  pretensiones pueden resumirse así:

1º.) El día 14 de junio del año 2003 aproximadamente a las 2:30 de la tarde en la avenida Simón Bolívar, área urbana del municipio de Dosquebradas, frente a las instalaciones de la Fábrica Postobón, en la carrera 16 con calle 25, el señor José Alberto Vallejo Montoya conductor de la buseta de servicio público de placas SEB-37 de la empresa “Trans Servilujo S.A”, en su ruta Dosquebradas-Pereira, en un acto imprudente e imprevisto se subió al andén y atropelló a la joven Paola Andrea Arias Gaviria aprisionándola contra la malla metálica de protección de las instalaciones de Postobón, causándole la muerte inmediata.

 2°) El vehículo automotor con que se causó el accidente 
se encuentra afiliado a la empresa Trans Servilujo S. A,  y tiene como objeto social la explotación comercial del servicio público de transporte de pasajeros, cuyo propietario es el señor Fernando León Fernández Sánchez.

3°) A la fecha del suceso la joven Arias Gaviria contaba 20 años de edad, soltera, gozaba de excelente estado de salud y cursaba estudios universitarios, dicha muerte llenó de aflicción y profundo dolor a los demandantes.

4°) La investigación penal por los hechos ocurridos, cursa en la Fiscalía Treinta y Cinco Delegada ante el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas.

La demanda, fue admitida por auto de mayo 17 del año 2005. Se destaca que a la Empresa Trans Servilujo S. A se le tuvo por no contestada la demanda, no obstante los recursos interpuestos contra dicha decisión que, por ende, quedó en firme. 
El codemandado Fernando León Fernández Sánchez guardó silencio. José Alberto Vallejo Montoya, de su parte, por medio de apoderado, contestó la demanda aceptando unos hechos y negando otros, se opuso a las pretensiones alegando que existió fuerza mayor o caso fortuito y propuso la excepción de cosa juzgada  con base en un proveído penal que más adelante se analizará. Llamó en garantía a la Compañía Seguros del Estado, pero no se le dio trámite por asistirle el derecho solamente a otro codemandado.

 Surtido el procedimiento propio de la primera instancia (con una conciliación fallida, la práctica de pruebas de diversa índole que incluyen testimonios, prueba trasladada y dictamen pericial; y la fase de alegatos donde intervino la parte demandante y la codemandada “Trans Servilujo S. A”), sobrevino el fallo respectivo en el cual se declararon civil y solidariamente responsables a los demandados, condenándolos a pagar en favor de Marino Elías Arias García la suma de $30.000.000 padre de la víctima; y para los demás hermanos la suma de $15.000.000 cada uno, cantidades que deberán ser indexadas cada una conforme al IPC al momento del pago. Lo anterior motivó el recurso de apelación por parte de la sociedad demandada del cual se ocupa ahora la Sala.

II. MOTIVACIONES DEL A-QUO E INCONFORMIDAD DEL RECURRENTE:



   A.-) Luego de comprobar la presencia en autos de los presupuestos procesales el juez a-quo se adentra en el estudio de los elementos propios de la responsabilidad civil aquiliana, particularmente cuando del ejercicio de actividades peligrosas se trata. Inicia, entonces, la valoración probatoria aplicable al caso y a poco andar halla que la buseta causante del daño presentaba al momento del accidente fallas mecánicas derivadas de un inadecuado mantenimiento que afectaba el buen uso del aparato, lo que no permite hablar de una fuerza mayor o caso fortuito que exima de responsabilidad a los demandados.




        Pasa a analizar en conjunto la prueba testimonial, en especial la declaración de Jaír Antonio Cano –a quien considera de la mayor importancia por ser testigo directo y víctima también de los acontecimientos- y no duda en afirmar que es merecedor de toda credibilidad, particularmente en cuanto narra que el accidente se debió a una falla mecánica del automotor que no le permitió a su conductor obrar adecuadamente e impedir el fatal desenlace, motivaciones, todas, que le sirven de base para proferir sentencia condenatoria y fijar las sumas que por concepto de perjuicios morales se indicaron arriba.




B.-) El apoderado de la empresa demandada, a su turno, en alegato presentado en esta instancia, insiste en sostener que hubo una errada notificación del auto admisorio de la demanda a su representada, la empresa “Trans Servilujo S. A.”, lo que ha ido en detrimento de su derecho de defensa. Pone de presente, igualmente, que el nexo causal se rompió toda vez que el accidente se debió al “desacople de una biela” lo que debe motivar la absolución de la empresa demandada.



      Aquí el recurso se ha tramitado conforme a derecho y para resolver lo pertinente se expresan las siguientes

 


III. CONSIDERACIONES DE LA SALA :

 Los presupuestos procesales se ajustan a la ley.
La legitimación de las partes no ofrece discusión habida cuenta que como demandantes comparecen el padre legítimo y los hermanos ídem de Paola Andrea Arias Gaviria para reclamar los perjuicios morales propios que sufrieron con la muerte de su hija y hermana; y como demandados José Alberto Vallejo Montoya, en su calidad de conductor de la Buseta de placas SEB-237 con la que se causó el daño; Fernando León Fernández Sánchez, en su condición de propietario de la misma y  “Trans Servilujo S. A.” en su papel de afiliadora dado el carácter de empresa comercializadora del servicio público de transporte de personas.
La competencia de la Sala se limita a conocer el recurso interpuesto, exclusivamente, por el apoderado de la transportadora habida cuenta que los otros demandados guardaron silencio, lo que facilita la tarea en esta instancia. 

Se dirá desde ahora que tienen fundamento las razones que expuso el juez a-quo al considerar que en las particularidades de esta litis, en contra de lo que ha venido sosteniendo la parte demandada, no se han configurado los elementos de la fuerza mayor ni el caso fortuito, tal como los concibe la doctrina vigente en la materia, toda vez que el accidente se debió, así lo afirma, a que la buseta causante del daño “no cumplía con el debido mantenimiento mecánico” lo que se constituye en imprudencia o descuido del agente que “no lo eximen de responsabilidad..” 
Y es que, a decir verdad, la providencia penal que precluyó la investigación en contra del conductor Vallejo Montoya, aunque sostiene que todo fue producto de un caso fortuito comoquiera que se trató de “un hecho imprevisto e irresistible, hasta el punto que el señor JOSE ALBERTO VALLEJO MONTOYA, no tuvo oportunidad de impedirlo..”

 no tiene, como bien lo sostuvo el juez a-quo, alcance vinculante en esta jurisdicción civil habida consideración que la existencia de dicho fenómeno recibe acá un manejo muy diferente supuesto que las características de imprevisibilidad e irresistibilidad que la tipifican son realmente exigentes y difíciles de establecer desde el punto de vista del derecho privado.
Así, por ejemplo, se ha dicho reiteradamente por la doctrina de la Corte que las fallas o desperfectos mecánicos en aparatos que despliegan actividades peligrosas (como los vehículos, y más si son de servicio público) no constituyen fuerza mayor ni caso fortuito, según se lee en el siguiente aparte
“ … de suerte en sana lógica se impone concluir, siguiendo este criterio, que las fallas en el mecanismo u operación de ciertas cosas o actividades peligrosas, de cuyo buen funcionamiento y ejecución exenta de peligros es garante el empresario frente a potenciales víctimas según se dejo visto líneas atrás en la primera parte de estas consideraciones, por faltarles el requisito de exterioridad nunca pueden configurar, en la modalidad de caso fortuito o de fuerza mayor, una causa exoneratoria capaz de contrarrestar la presunción de culpa que consagra el art. 2356 del C. Civil.” 

De suerte que no todo proveído de carácter penal que dé por establecido el fenómeno de la fuerza mayor o el caso fortuito tiene la virtud suficiente para paralizar la acción civil o impedir, sin más, que el juez de esta jurisdicción pondere su sentido y alcance en orden a determinar si se reúnen o no los supuestos de la responsabilidad aquiliana y pueda obtener sus propias conclusiones dependiendo, claro está, de cada caso en particular a propósito de lo cual es pertinente recordar que
“..constituye menester ineludible del juez de ésta especialidad, previa aplicación del precepto 55, mirar que tal pronunciamiento, ese imputar el resultado dañoso a una fuerza extraña, no resulte meramente formal; no vaya a ser que en el punto calen pronunciamientos penales sin ningún análisis serio o, peor aún, carentes de todo análisis, porque entonces el calificativo de caso fortuito no pase de ser tal cosa, una simple nomenclatura, pero sin referirse a la esencia o sustancia del fenómeno jurídico en estudio. En un lenguaje elíptico, se quiere rescatar que el caso fortuito se le tome por lo que es, con las características que por ley lo definen, pues sin el debido desvelo que materia tan delicada y rigurosa exige, llegaríase irremediablemente a un enojoso formalismo”.

No tiene razón, pues, la parte demandada cuando a lo largo del proceso ha esgrimido como soporte de su defensa la supuesta existencia de la cosa juzgada penal. Y como los demás elementos de la responsabilidad civil que se les endilga a todos (relativos al daño y la relación de causalidad) están debidamente probados en el plenario, según análisis acertado de la primera instancia (que incluye examen de las copias de la investigación penal que obra a folios 9 a 254 del cuaderno #6, estudio de la prueba testimonial, en especial la versión rendida por el testigo directo Jaír Antonio Cano), análisis que esta Sala prohíja, más aún si no ha sido objeto de mucha discusión entre las partes, salvo el punto primero arriba citado, que ya ha sido definido por esta instancia en sentido confirmatorio. 
Ahora, en cuanto hace relación con los perjuicios morales –únicos pedidos en la demanda- que el juez a-quo tasó con base en el arbitrium judicis en la suma de $30.000.000 para el padre y de $15.000.000 para todos y cada uno de los hermanos -5 en total- también se procederá a confirmarlos porque no lucen desproporcionados e irrazonables y, además, porque están dentro de las pautas trazadas por la doctrina de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, de una parte, y de la otra, porque el funcionario al fijarlos bien se ve que lo hizo apoyado en una presunción aplicable a estos casos y no con “veleidad o capricho, y sí, en cambio (con un) minucioso aquilatamiento de las circunstancias propias (del) caso, contempladas a la luz de la función exclusivamente resarcitoria que a la indemnización del perjuicio le corresponde..”

Circunstancias particulares que aquí son tanto más relevantes cuanto se deben tener en cuenta que la víctima era una persona en plena y promisoria juventud, que adelantaba sus estudios universitarios y cuyo deceso, a no dudarlo, debió causar innegable tristeza y aflicción entre sus deudos.
Los demás argumentos expuestos por la parte demandada –referidos a una indebida notificación y a una posible violación del derecho de defensa de la empresa transportadora- no son de recibo porque fueron analizados en su momento por el juez de la causa que, aunque en sentido un tanto discutible, decidió lo pertinente mediante providencia que adquirió firmeza y no debe ser, por tanto, motivo de nuevo examen. Ello no obsta, sin embargo, para que dicha empresa y los demás demandados, si es el caso, inicien por aparte las acciones que consideren pertinentes contra la aseguradora, en ejercicio de sus derechos.
IV. CONCLUSIONES Y FALLO:
Se confirmará, en consecuencia, el fallo apelado y se condenará en costas de esta instancia a la empresa apelante por mandato del numeral 4 del art. 392 del C. de P. Civil.
Sin necesidad de otras consideraciones,, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E :




  1º.) SE CONFIRMA  en todas sus partes la sentencia proferida el diecinueve (19) de septiembre del 2008 por el JUZGADO CIVIL DEL CIIRCUITO de Desquebradas, dentro de este Proceso Ordinario (de responsabilidad civil extracontractual), promovido por MARINO ELIAS ARIAS GARCIA y otros, en frente de la empresa “Trans Servilujo S. A.” y otros.




  2º.) Se condena en costas de segunda instancia a la transportadora demandada. Las tasará oportunamente la secretaría.

COPIESE Y NOTIFIQUESE :

Los Magistrados,

Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo    

Fernán Camilo Valencia López
� Buseta marca chevrolet, de servicio público, modelo 1984, identificada con placas SEB-237 y número interno 287.


� 


Ver página 250, cuaderno #6., auto proferido por  la Fiscalía treinta y cinco delegada ante el Juzgado Penal del   Circuito de Desquebradas. 


� Jurisprudencia y Doctrina año 2000 pag.152





� Jurisprudencia y Doctrina año 2001 mes de febrero pag. 211


� Sentencia del 28 de febrero de 1990. Mag. Ponente: Dr. Héctor Marín Naranjo.





